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pueda beneficiarse de la bajada generalizada de los tipos de interés no 
puede llevarse al extremo de menoscabar sin causa justificada el no 
menos legítimo interés de la entidad acreedora de mantener la titulari-
dad del crédito siempre que ello sea en las mismas condiciones econó-
micas que las ofertadas por la entidad que pretenda la subrogación. 
debe considerarse que se trata de una normativa de carácter excepcio-
nal respecto de las reglas generales de la obligatoriedad de los contratos 
(artículos 1.258 y 1.091 del Código Civil) y de las normas hipotecarias que 
previenen la necesidad del consentimiento del titular de un asiento regis-
tral para su modificación (artículos 1 y 40 de la Ley Hipotecaria) lo que 
reclama, por consiguiente, una interpretación estricta. Todo ello deter-
mina que la eficacia de la subrogación prevista en el artículo 2 de la ley 
comentada deba supeditarse al transcurso del plazo de quince días pre-
visto en la norma cuestionada, salvo que con anterioridad la entidad 
acreedora manifieste su decisión de no proceder a la modificación de su 
crédito en las condiciones que se le comuniquen por la entidad que pre-
tende la subrogación (vid. párrafo 2.º del artículo 2.º de la Ley 2/1994), o 
que quede debidamente acreditado que la entidad acreedora ha aceptado 
plenamente el pago efectuado por la entidad que pretendía la subrogación 
(vid. artículos 1.169, 1.210.2.º y 1.211 del Código Civil).»

b) Como claramente se deduce de lo anterior, la clave está en la 
determinación del momento desde el cual puede tenerse por efectiva-
mente realizada –o, lo que es lo mismo, por cumplida– esa posible enerva-
ción que la Ley 2/1994 concede al primitivo acreedor hipotecario a fin de 
no verse desposeído de su crédito, duda que, en este caso, no ayuda pre-
cisamente a esclarecer la desafortunada redacción de los instrumentos 
otorgados, pues, por un lado, la sociedad prestataria y la entidad subro-
gante declaran (en concreto en la escritura aclaratoria, pues en la inicial 
se decía otra cosa) que Unicaja había entregado a Caja España la certifi-
cación del importe del débito, así como que había transcurrido el plazo de 
quince días naturales legalmente previsto sin que Unicaja y la prestataria 
hubieran formalizado novación modificativa del préstamo (manifestación 
por completo distinta de la consignada en la inicial escritura de subroga-
ción). Pero, por otro lado, en las diligencias consignadas tanto en la escri-
tura de subrogación como en la aclataroria, quienes dicen actuar en 
representación de Unicaja afirman que la novación modificativa del prés-
tamo ya se había formalizado en el plazo legalmente establecido (pues 
declaran que se había cursado notificación a Caja España en el sentido de 
ejercer el derecho a la novación modificativa, así como haberse remitido 
burofax a la deudora comunicando la intención de novar el préstamo ini-
cial a los efectos de igualar las condiciones financieras ofertadas por Caja 
España), y en la última de tales diligencias, además, se califica de «inve-
raz» la escritura de subrogación –pese a la aclaración citada, se dice–, 
haciéndose hincapié en que a las amortizaciones mensuales giradas con 
posterioridad ya se había aplicado la reducción del tipo de interés aplica-
ble, igualando el ofertado.

A la vista de lo anterior, y para avanzar en la resolución del recurso, 
no hay que olvidar que según la redacción entonces vigente del citado 
artículo 2 de la Ley 2/1994 el derecho de enervar la subrogación se atri-
buye a la entidad acreedora si en el plazo legalmente señalado «forma-
liza» con el deudor novación modificativa del préstamo, de lo que se 
infiere que la enervación no se produce sólo por manifestar la voluntad de 
novar la obligación primitiva (a diferencia de lo que sobre la manifesta-
ción con carácter vinculante de dicha voluntad dispone el citado pre-
cepto, en redacción operada por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre,), sino 
que aquélla ha de reflejarse documentalmente, surgiendo por tanto un 
derecho en favor del deudor –y por supuesto del acreedor primitivo– para 
exigir la formalización de la novación modificativa.

Ahora bien, el registrador, en su nota, cita como apoyatura de su cali-
ficación una Sentencia del Tribunal Supremo, de la que no es ocioso en 
absoluto transcribir determinados párrafos, relativos a «... la actuación 
que la ley impone al acreedor originario para el ejercicio de su derecho a 
enervar la subrogación que le ha sido anunciada, consistente en formali-
zar con el deudor, en el plazo máximo de quince días naturales, la nova-
ción modificativa igualatoria de la oferta de otra entidad... », añadiendo, a 
renglón seguido, que «se cumple por aquel acreedor con la comunicación 
fehaciente y vinculante realizada al deudor, dentro del plazo indicado de 
su voluntad de llevar a cabo dicha novación del préstamo en las mismas 
condiciones ofrecidas por la financiera que había pretendido subrogarse 
en su posición acreedora».

Salta enseguida a la vista que el último párrafo transcrito puede ser de 
especial utilidad para la resolución de este recurso.

4. Y es que el dato fáctico en que el registrador basa la aplicación al 
caso de la citada sentencia del Tribunal Supremo se extrae de las meras 
manifestaciones vertidas en las diligencias consignadas en las escrituras 
por quienes dicen actuar en representación de la primitiva entidad acree-
dora (aquellas ciertamente extendidas de forma poco ortodoxa por el 
notario, si se tienen en cuenta los preceptos de la legislación notarial que se 
citan en los «Vistos»); manifestaciones que son divergentes de las vertidas 
en su momento por los representantes de la prestataria y de la entidad que 

pretende la subrogación (no sólo en cuanto a qué entiende cada uno por 
«formalizar», sino también respecto de los puros datos fácticos alegados).

Y como su discrepancia es radical y patente, su valoración, en la forma 
que es propia de un proceso contradictorio, queda absolutamente al mar-
gen tanto de la calificación registral (atendidos los medios que pueden 
utilizarse en ella) como del reducido ámbito en que se desenvuelve este 
recurso, pues este Centro Directivo sólo ha de resolverlo a la vista de los 
defectos planteados y tal y como han sido planteados.

5. Por consiguiente, y a la vista del defecto expresado en la nota de 
calificación (pues no resulta posible entrar en el examen de otros), es 
evidente que las dos escrituras calificadas, tal y como han sido otorgadas 
y en tanto que recogen el «iter procedimental» seguido por la entidad que 
pretende la subrogación y por el deudor, han de causar el asiento registral 
(nota marginal) previsto en la Ley 2/1994, debiendo resolverse la posible 
controversia entre las diversas partes interesadas en el seno del corres-
pondiente proceso judicial, sin que este Centro Directivo puede pronun-
ciarse sobre ella.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 11 de diciembre de 2007.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 1304 CORRECCIÓN de errores de la Resolución 404/38230/

2007, de 27 de diciembre, de la Subsecretaría, por la que 
se suprimen determinadas juntas médico periciales ordi-
narias y se delegan competencias en el ámbito pericial.

Advertido error en la Resolución que se cita anteriormente, publicada en el  
Boletín Oficial del Estado número 17 de 19 de enero de 2008, página 4164.

En el cierre de dicha resolución debe decir: 

La Subsecretaria de Defensa.-Maria Victoria San Jose Villacé. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 1305 RESOLUCIÓN de 15 de enero de 2008, de la Dirección 
General del Patrimonio del Estado, por la que se publican 
las cesiones gratuitas acordadas durante el período de 
1 de julio de 2007 hasta el 31 de diciembre de 2007.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 151.4 de la Ley 33/2003, 
de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, se 
dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de las cesiones 
gratuitas acordadas en el período comprendido desde el 1 de julio a 31 de 
diciembre de 2007.

Madrid, 15 de enero de 2008.–La Directora General del Patrimonio 
del Estado, M.ª Mercedes Díez Sánchez.

Cesiones gratuitas acordadas por el Ministerio de Economía 
y Hacienda desde el 1-7-2007 hasta el 31-12-2007

A Coruña:

1. Ayuntamiento de Dodro. Parcela 583 de la zona de concentración 
parcelaria de San Juan y San Julián de Laiño, del citado término munici-
pal, con destino a parque infantil. Orden Ministerial: 12 de julio de 2007.
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2. Ayuntamiento de Oleiros. Inmueble denominado «Pista de acceso 
al Seixo Blanco», situado en la parroquia de San Julián de Serantes del 
citado término municipal, con destino a permitir el acceso a la ribera del 
mar y al lugar del Seixo Blanco de personas con movilidad reducida. 
Orden Ministerial: 12 de julio de 2007.

3. Ayuntamiento de Rianxo. 14,32 m2 de uno de los laterales del 
acuartelamiento que la Guardia Civil posee en el citado término munici-
pal, Rua Dos Mestres, 4, con destino a ampliar la calle contigua al cuartel. 
Orden Ministerial: 13 de septiembre de 2007.

Alicante:

4. Ayuntamiento de Cocentaina. El uso del inmueble denominado 
«Castillo de Penella», situado en el citado término municipal, para su 
rehabilitación y visitas turísticas. Orden Ministerial: 12 de julio de 2007.

Asturias:

5. Ayuntamiento de Carreño. Parcelas 69, 90 y 121 del polígono 501 
y 162 del polígono 502, situadas en el citado término municipal, con des-
tino a integrarlas en el bien cultural que ya conforma el Área Megalítico-
Tumular del Monte Areo. Orden Ministerial: 20 de septiembre de 2007.

Barcelona:

6. Servei Català de la Salut. Solar, sito en el término municipal de 
Prats de Lluçanes, con destino a la construcción de un Centro de Salud. 
Orden Ministerial: 27 de julio de 2007.

Cuenca:

7. Ayuntamiento de Olmeda de la Cuesta. Inmueble situado en plaza 
Mayor, 2, del citado término municipal, con destino a la construcción de 
un Centro Cívico-Social. Orden Ministerial: 2 de julio de 2007.

Huelva:

8. Ayuntamiento de Aracena. Parcela de 2.332 m2 en la zona Egido 
público del citado término municipal, con destino a cementerio. Orden 
Ministerial: 13 de septiembre de 2007.

La Rioja:

9. Ayuntamiento de Lagunilla del Jubera. Tres inmuebles situados en 
el citado término municipal, calle Arrabal, 55, travesía Arrabal, 7, y trave-
sía del Ayuntamiento, 3, con destino a zona verde de recreo los dos prime-
ros, y archivo-biblioteca y sala de informática el tercero. Orden Ministe-
rial: 23 de octubre de 2007.

León:

10. Junta de Castilla y León. Inmueble situado en León, calle Sierra 
Pambley, 4, con destino a sede del Procurador del Común. Orden Ministe-
rial: 27 de julio de 2007.

Málaga:

11. Ayuntamiento de Cañete la Real –inmueble situado en calle 
Grande, 4 (antes Triunfo), del citado término municipal, con destino a 
dependencias municipales y mercado. Orden Ministerial: 27 de julio 
de 2007.

Ourense:

12. Concello de Sandiás. Parcela 938 del polígono 502 de la zona de 
concentración parcelaria de Sandiás-Piñeira de Arcos del citado término 
municipal, con destino a la ampliación de la estación de bombeo de agua 
de todo el Concello. Orden Ministerial: 23 de noviembre de 2007.

Segovia:

13. Ayuntamiento de Segovia. Inmueble situado en plaza del Soco-
rro, 2, del citado término municipal, para recuperarlo y conservarlo como 
espacio libre, no construido, que permita la contemplación de la muralla 
y la puerta de San Andrés. Orden Ministerial: 19 de julio de 2007.

Sevilla:

14. Ayuntamiento de Sevilla. Inmueble situado en el Patio de Bande-
ras, 6, del citado término municipal, con destino a servicios de la Delega-
ción de Educación del Ayuntamiento. Orden Ministerial: 10 de diciembre 
de 2007.

Soria:

15. Ayuntamiento de Golmayo. Parcelas 63, 64, 170 y 211 del polí-
gono 19, sector 8, situadas en la localidad de Nódalo del citado término 
municipal, con destino a depósito de abastecimiento de agua potable, 
canalizaciones desde el depósito al núcleo urbano, fosa séptica y fuente 
de agua potable y abrevadero del ganado, respectivamente. Orden Minis-
terial: 12 de julio de 2007.

Toledo:

16. Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Inmueble situado 
en avenida Francisco Aguirre, s/n., de Talavera de la Reina, para acceso 
de vehículos pesados a la Oficina Comarcal Agraria. Orden Ministerial: 2 
de octubre de 2007. 

 1306 RESOLUCIÓN de 10 de enero de 2008, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se publica el Convenio 
celebrado con la Diputación Provincial de Barcelona.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y la Dipu-
tación Provincial de Barcelona un Convenio de colaboración en materia 
de Gestión Catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 10 de enero de 2008.–El Director General del Catastro, Jesús 

Salvador Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaria de Estado de Hacienda y Presupues-
tos (Dirección General del Catastro) y la Diputación Provincial 

de Barcelona, de colaboración en materia de Gestión Catastral

Reunidos en la ciudad de Barcelona, a 10 de enero de 2008.

De una parte: D. Jesús S. Miranda Hita, Director General del Catastro, 
en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Resolución de la 
Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos de 24 de septiembre de 
2004 (B.O.E. n.º 235, de 29 de septiembre).

De otra parte: D. Celestino Corbacho Chaves, Presidente de la Diputa-
ción Provincial de Barcelona, en uso de las facultades que le confiere el 
artículo 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

EXPONEN

Primero.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, establece en su 
artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario y la 
difusión de la información catastral es competencia exclusiva del Estado y 
se ejercerán por la Dirección General del Catastro, directamente o a través 
de las distintas fórmulas de colaboración que se establezcan con las dife-
rentes Administraciones, Entidades y Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Segundo.–El Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarro-
lla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, regula, entre otras cuestio-
nes, la colaboración en la gestión del Catastro entre la Administración del 
Estado y otras Administraciones, Entidades y Corporaciones públicas, 
fijando el marco al que deben sujetarse los convenios que, sobre esta mate-
ria, se suscriban, así como el régimen jurídico específico de los mismos.

Tercero.–La Diputación Provincial de Barcelona, en fecha uno de junio 
de 2007, solicitó a través de la Gerencia Regional del Catastro de Cata-
luña, a la Dirección General del Catastro, la formalización del presente 
Convenio de colaboración, en sustitución del actualmente vigente, fir-
mado entre las mismas Administraciones intervinientes el 13 de enero de 
2005, que quedará sin efecto a partir del día en que se firme el presente 
Convenio de colaboración.

Cuarto.–Los Consejos Territoriales de la Propiedad Inmobilia ria de 
Barcelona AM y Barcelona-provincia, en sesiones celebradas el 20 de 
diciembre de 2007 y 25 de julio de 2007, respectivamente, informaron 
favora blemente la suscripción del presente Convenio, en virtud de lo 
establecido en el artículo 63.2 del Real Decreto 417/2006.

Quinto.–La Diputación Provincial, en sesión plenaria, de fecha 13 de 
diciembre de 2007, acordó la aceptación de las funciones que son objeto 
de delegación en este Convenio, a tenor de lo dispuesto en el artículo 37 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Sexto.–La Comunidad Autónoma de Cataluña ha informado favorable-
mente la delegación de funciones a que se refiere el presente Convenio, 
conforme a lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.


